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Sobre: 
 
DEMANDA POR 
DAÑOS Y 
PERJUICIOS 
NEGLIGENCIA CRASA 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la Juez 
Brignoni Mártir y la Juez Grana Martínez. 

Brignoni Mártir, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

 Irving D. Carrasquillo Oliveras (en adelante “señor Carrasquillo” o 

“peticionario”), presentó por derecho propio una Petición de Certiorari. En 

ésta nos solicita que revoquemos la Resolución dictada por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Bayamón (en adelante “TPI”) 

declarando No Ha Lugar su solicitud para la designación de un abogado de 

oficio que lo representara en la acción que instara contra Correctional 

Health Services Corp. entre otros codemandados (en adelante “parte 

recurrida”). 

 Por los fundamentos expuestos a continuación denegamos la 

expedición del auto. 

I 

El 20 de noviembre de 2018, el señor Carrasquillo, quien se 

encuentra confinado, presentó por derecho propio una Demanda sobre 

daños y perjuicios contra la parte recurrida. Alegó en esencia que la 

codemandada Correctional Health Services Corp., mediante sus 

funcionarios, le negó asistencia médica para atender varias condiciones de 
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salud que le aquejaban. Por ello reclamó que se condenara a los 

codemandados a responder de manera solidaria por los daños que le 

ocasionaron.1 El TPI autorizó al peticionario a que se auto representase por 

el momento. Transcurridos varios trámites procesales, el 13 de noviembre 

de 2020, el señor Carrasquillo presentó una Moción Solicitando Abogado 

al Estado Libre Asociado de Puerto Rico – Región de Bayamón. En ésta 

solicitó al foro de instancia que designara un abogado de oficio para su 

adecuada representación en el proceso judicial.  

El 25 de enero de 2021, el TPI emitió y notificó una Resolución 

declarando No Ha Lugar la solicitud del peticionario. En el referido dictamen 

el foro de instancia afirmó que nuestro ordenamiento jurídico no obliga a 

asignar un abogado de oficio en un caso como el de epígrafe y que tal 

designación reside en la discreción del tribunal. En cuanto a tal discreción 

razonó que la causa de acción del señor Carrasquillo no presenta 

circunstancias que justifiquen la asignación de un abogado de oficio. Esto 

ya que la denegatoria de su solicitud no lo coloca en un estado de 

indefensión toda vez que puede recurrir a contratar representación legal a 

contingencia o puede recurrir a abogados o instituciones que ofrecen 

asistencia legal gratuita, tales como las escuelas de derecho del país. A 

tales efectos, el TPI le refirió cuatro instituciones que proveen servicios 

legales gratuitos para que ausculte la posibilidad de que lo representen.  

Inconforme con lo anterior, el 19 de febrero de 2021, el señor 

Carrasquillo presentó una Petición de Certiorari en la que nos solicita que 

revoquemos la determinación del foro de instancia pues a su juicio erró en 

lo siguiente: 

[A]l concluir y determinar que no procede asignarle 
abogado de oficio al peticionario, y que sea él mismo 
que consiga su propio abogado, a sabiendas, que el 
peticionario es una persona indigente, posee un 
desconocimiento de las reglas procesales civiles, no 
posee pericia para comprender, para representarse 
por derecho propio, tampoco posee la pericia para 
comprender la naturaleza de los procesos civiles 
difíciles y complejos en una demanda civil, por daños 

 
1 Según surge del expediente electrónico del caso, el señor Carrasquillo presentó una 
solicitud para litigar como indigente la cual, tras ser juramentada, fue autorizada por el foro 
de instancia. 
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y perjuicios, siendo dicha decisión una contrario a 
derecho, irrazonable, arbitraria e ilegal, la cual esta 
vicio por un error fundamental que contraviene el 
deber ético y la Regla 2 del Tribunal Supremo de 
Puerto Rico.  

 
De acuerdo con la facultad que nos concede la Regla 7 (B)(5) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, prescindimos 

de requerir a la parte recurrida su comparecencia. Por lo que, habiendo 

examinado el recurso del peticionario, procedemos a exponer el derecho 

aplicable y a resolver la controversia planteada de conformidad con ello.  

II 
  
A.  El Certiorari 

El auto de certiorari es un vehículo procesal que permite a un tribunal 

de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un tribunal inferior. En 

esencia, se trata de un recurso extraordinario mediante el cual se solicita 

al tribunal de superior jerarquía la corrección de un error cometido por el 

tribunal inferior. Medina Nazario v. McNeil Healthcare, LLC, 194 DPR 723, 

728-729 (2016); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005); véase, 

además, Art. 670 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA sec. 

3491. Por tanto, la expedición del auto de certiorari descansa en la sana 

discreción del tribunal revisor. IG Builders et al v. BBVAPR, 185 DPR 307, 

337-338 (2012). 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, delimita 

expresamente las instancias en las que este Tribunal de Apelaciones 

puede expedir los recursos de certiorari para revisar resoluciones y órdenes 

interlocutorias del foro de instancia. Scotiabank de Puerto Rico v. ZAF 

Corporation, 202 DPR 478, 487 (2019). En lo pertinente, la referida regla 

dispone lo siguiente:  

[e]l recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 
obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas 
por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra 
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de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 
hechos o peritos esenciales, asuntos relativos a 
privilegios evidenciarios, anotaciones de rebeldía o en 
casos de relaciones de familia, en casos que revistan 
interés público o en cualquier otra situación en la cual 
esperar a la apelación constituiría un fracaso 
irremediable de la justicia. Al denegar la expedición de 
un recurso de certiorari, en estos casos, el Tribunal de 
Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión. 32 
LPRA Ap. V, R. 52.1.  
 
Ahora bien, aun cuando al amparo del precitado estatuto este foro 

apelativo adquiere jurisdicción sobre un recurso de certiorari, la expedición 

del auto y la adjudicación en sus méritos es discrecional. No obstante, tal 

discreción no opera en el abstracto. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 

175 DPR 83, 96 (2008). Al respecto, la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, infra, establece los criterios que este foro habrá 

de considerar para ejercer sabia y prudentemente su discreción para 

expedir o no un recurso de certiorari, a saber:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos son 

contrarios a derecho 

B. Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para analizar el problema  

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad, o error craso 

y manifiesto de la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia  

D. Si el asunto planteado exige consideración, más 

detenida a la luz de los autos originales, por los 

cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados  

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 

pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio  

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. 

XXII-B. 

En síntesis, como foro apelativo nos corresponde evaluar la 

corrección de la decisión recurrida, así como la etapa del procedimiento en 

que es presentada, para determinar si es el momento apropiado para 

nuestra intervención y no ocasionar un fraccionamiento indebido o una 

dilación injustificada del litigio. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, 
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pág. 97. En particular, este Tribunal solo intervendrá con las 

determinaciones interlocutorias discrecionales del Tribunal de Primera 

Instancia, cuando se demuestre que hubo un craso abuso de discreción, 

prejuicio, parcialidad o error manifiesto. Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle 

Corp., 184 DPR 689, 709 (2012), citando a Lluch v. España Service Sta., 

117 DPR 729, 745 (1986). 

III 
 

 En el presente caso el señor Carrasquillo nos solicita la revisión de 

la determinación dictada de manera interlocutoria por el TPI, denegando su 

solicitud para la designación de un abogado de oficio que lo represente en 

la causa de acción civil que instara contra la parte recurrida. Habiendo 

examinado el recurso presentado no vemos cumplidos ninguno de los 

criterios de la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, que nos mueva a 

intervenir con la bien fundamentada Resolución recurrida.  

IV 

 Por los fundamentos esbozados anteriormente, denegamos la 

expedición del auto de certiorari.  

 Notifíquese inmediatamente. 

 Notifíquese al señor Carrasquillo en la institución correccional en 

que se encuentre.  

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


